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Lima, veintitrés de setiembre  

del dos mil diez.- 

VISTOS; por sus fundamentos, y CONSIDERANDO además: 

Primero: Que, viene en grado de apelación la impugnación interpuesta por 

Omar David Loza Elías contra la resolución expedida por la Segunda Sala 

Mixta Descentralizada de Chincha de la Corte Superior de Justicia de Ica, de 

fojas  ciento setenta y tres, su fecha veintiséis de octubre del dos mil nueve, 

que declara improcedente la demanda de amparo interpuesta por el referido 

recurrente. 

Segundo: Que, el veinticuatro de noviembre del dos mil ocho, el recurrente 

interpone acción de amparo, pretendiendo se declare la Nulidad de la 

resolución de vista número ciento sesenta y dos de fecha veinticinco de 

setiembre del dos mil ocho, en el proceso seguido en el Expediente N° 1995-

420 emitida por los demandados y, consecuentemente, se emita nuevo 

pronunciamiento respetando el pleno ejercicio de los derechos constitucionales 

del debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva. Indica que la resolución 

de vista número ciento sesenta y dos de fecha veinticinco de setiembre del dos 

mil ocho al resolver declarando nulo el auto contenido en la resolución número 

ciento cincuenta y seis de fecha veinte de julio del dos mil ocho que declaraba 

infundada las observaciones efectuadas por las partes al informe pericial y 

aprobado el mencionado informe, ordenando que el Juez emita nueva 

resolución teniendo en cuenta que la liquidación de intereses se deben realizar 

a partir del día siguiente de la resolución definitiva que en última instancia 

resuelve sobre el fondo de la materia o sobre la cuestión controvertida se 

encuentra transgrediendo la tutela procesal efectiva dado que para efectos del 

cálculo de los intereses legales laborales es de aplicación el Decreto Ley 
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25920 el mismo que en su artículo 3 dispone que los intereses legales se 

devengan a partir del día siguiente a aquel en que se produjo el 

incumplimiento hasta el día de su pago efectivo, entendiéndose esa fecha 

como la del cese y la del pago. Sin embargo, al momento de expedirse la 

Resolución de Vista que ahora es motivo de amparo, se ha desconocido 

totalmente esa norma, pues se toma en cuenta que se liquide tomando como 

referencia el día siguiente de la notificación de la resolución judicial definitiva 

que en última instancia resuelve sobre el fondo de la materia o sobre la 

cuestión controvertida. Argumenta también que, la resolución de vista que la 

motiva, está sustentada en una motivación aparente no sólo por el hecho de 

disponer una forma de liquidación de intereses no normada en ningún 

dispositivo legal, sino porque además se está emitiendo una resolución que 

está siendo firmada por dos integrantes de la Sala quienes con anterioridad 

han tenido como criterio que los intereses de adeudos actualizados se liquidan 

a partir de la fecha del cese del trabajador, como se aprecia de la resolución 

de vista número cincuenta y seis de fecha dieciséis de julio del dos mil siete, 

con lo cual se está apartando de su criterio sin motivar adecuadamente su 

resolución respecto a dicho apartamiento, tal y conforme lo dispone el artículo 

22 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo cual 

acarrea nulidad. 

Tercero: La resolución materia del recurso de apelación declara improcedente 

la demanda de amparo señalando que, se observa de autos que la sentencia 

laboral que declaró fundada la demanda de reintegro de beneficios Sociales 

formulada por el accionante, ordena la valorización de la póliza de seguro de 

vida, liquidación efectuada y aprobada haciéndose efectivo su pago por la 

suma que deberá ser previamente actualizada no resultando aplicable lo 
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dispuesto por el artículo 3 del Decreto Ley N° 25920 que es una norma laboral 

para deudas comunes en moneda vigente, que además no requieren de 

ningún factor de actualización económica monetaria. Por el tiempo de 

exigibilidad de la deuda laboral, actualización y secuencia posterior de la 

deuda, el órgano jurisdiccional superior dentro de sus facultades estimó la 

nulidad de la citada resolución; aunado a que el órgano superior ya había 

establecido la manera de efectuar la liquidación de intereses devengados, 

interpretando con criterio equitativo y teleológico que los intereses laborales se 

devengan  a partir del día siguiente de la notificación de la resolución judicial 

definitiva de última instancia que resuelve sobre el fondo de la controversia, 

razones por las cuales no se observa la afectación del derecho al debido 

proceso. Finalmente, concluye señalando que, la afectación aducida por el 

actor no está referida a la afectación del núcleo esencial de un derecho 

constitucional, la liquidación de intereses de una deuda laboral corresponde la 

jurisdicción ordinaria, las cuales deben orientarse por las reglas específicas 

establecidas para tal propósito así como por los valores y principios que 

informan la función jurisdiccional. 

Cuarto: El recurrente cuestiona la resolución apelada señalando, 

principalmente que, la impugnada comete un error en cuanto asume el hecho 

que, de haberse actualizado la deuda contiene implícito el pago de intereses, 

dejando de lado lo que establece el Código Civil en cuanto a la institución de 

intereses o la institución de actualización del valor de la prestación, las cuales 

son dos instituciones distintas regulados en distintos artículos de ese cuerpo 

normativo, siendo la previsión correspondiente a los intereses por mora en el 

cumplimiento del pago de una deuda y la remisión, al pago de los intereses 

legales cuando no haya acuerdo sobre intereses moratorios o compensatorios, 
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concurrente con lo previsto en el Decreto Ley N° 25920 relativo al pago de 

intereses. Afirma que se incumplido con el principio de jerarquía de los 

órganos jurisdiccionales pues aparentemente se habría sustentado la 

cuestionada con la presente en un plenario que es de menor jerarquía que las 

Salas Supremas que emitieron las ejecutorias acompañadas y que los 

inferiores están obligados a aplicar, tanto más si dos de ellos han emitido 

criterio semejante en otros procesos, conforme se ha hecho ver en los 

fundamentos de su escrito de demanda. Además se ha apoyado en que no se 

ha vulnerado un derecho constitucional, cuando está claro la afectación del 

derecho a un debido proceso sustantivo, afectándose igualmente el artículo 50 

inciso 6 del Código Procesal Civil. 

Quinto: Que, como lo ha establecido el Tribunal Constitucional en reiterada 

jurisprudencia, el amparo contra resoluciones judiciales no puede servir para 

replantear una controversia resuelta por los órganos jurisdiccionales 

ordinarios, pues no constituye un medio impugnatorio que continúe revisando 

una decisión que sea de exclusiva competencia de la jurisdicción ordinaria. Por 

su parte, el artículo 5 inciso 1 del Código Procesal Constitucional establece 

que no proceden los procesos constitucionales cuando “[l]os hechos y el 

petitorio de la demanda no están referidos en forma directa al contenido 

constitucionalmente protegido del derecho invocado”.  

Sexto: Asimismo, el artículo 4 del Código Procesal Constitucional establece 

que: “El amparo procede respecto de resoluciones judiciales firmes dictadas 

con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que comprende el acceso 

a la justicia y el debido proceso”, refiriendo, el mismo artículo, en su parte in 

fine, como tutela procesal efectiva: “aquella situación jurídica de una persona 

en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al 
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órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad 

sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada 

ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la 

obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios 

impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la 

actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y 

a la observancia del principio de legalidad procesal penal”. 

Séptimo: Atendiendo a ello, y en base a la afectación de la tutela procesal 

efectiva que alega la recurrente, corresponde sostener que éste se encuentra 

reconocido en el artículo 139 inciso 3 de la Constitución, y en el artículo antes 

citado Código Procesal Constitucional, el cual encuentra dentro de su 

contenido constitucional protegido que, cuando una persona requiera la 

protección de su derecho o de sus intereses legítimos, aquello sea atendido 

por los órganos jurisdiccionales mediante un proceso adecuado donde se 

respeten las garantías mínimas de los litigantes. Tal derecho se trata – al igual 

que el debido proceso - de un derecho continente, esto es que abarca una 

serie de otros derechos expresamente señalados o implícitamente deducidos 

de aquel, indicando la doctrina que éste derecho abarca principalmente tres 

etapas: El acceso a los órganos jurisdiccionales, el cumplimiento de las 

normas y derechos que regula el debido proceso, y el de la ejecución de  la 

resolución obtenida, siendo entonces que, cuando algún recurrente sustente 

su recurso en la vulneración del derecho al debido proceso, o a la tutela 

procesal efectiva este debe ser circunscrito al derecho específico que se cree 

vulnerado, lo contrario, podría incurrir en que se desestime la pretensión del 

recurrente por la pretendida vulneración de un derecho que no ha sido 

expresado como tal. 
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Octavo: De lo expuesto se concluye que, lo pretendido por el  amparista 

mediante este proceso, es obtener un nuevo pronunciamiento respecto a una 

petición de carácter económico, sustentado por el Decreto Ley N° 25920, lo 

que a su entender, su aplicación debe ser conforme a los dispositivos del 

Código Civil; controversia ya resuelta por la autoridad judicial al interior de la 

ejecución de un proceso laboral de su competencia; lo que no es amparable 

en el presente proceso, pues, el amparo no constituye instancia de revisión de 

decisiones judiciales sino un mecanismo constitucional especialmente dirigido 

a garantizar, proteger y restituir derechos reconocidos por la Constitución; en 

consecuencia, el sólo hecho que el demandante no éste conforme con la 

resolución impugnada, no constituye motivo suficiente para amparar la 

presente demanda; por tales consideraciones al no haberse verificado los 

extremos de la demanda, la misma debe ser desestimada. Así también lo ha 

establecido el Tribunal Constitucional  en cuanto ha sostenido que “(...) el 

amparo no es un proceso en el cual se pueden revisar los criterios expresados 

por los jueces al resolver controversias surgidas en el ámbito legal. Por un 

lado, porque el juez del amparo (incluido este Tribunal) no constituye una 

instancia más de la jurisdicción ordinaria y, por otro, porque el propósito de 

este proceso constitucional no es el de dilucidar materias propias de la 

jurisdicción ordinaria, regidas por la ley” (STC 03096-2006-AA/TC, FJ 3). 

Noveno: A mayor abundamiento, y en cuanto a la afectación del principio de 

jerarquía de los órganos jurisdiccionales al haberse fundamentado la 

resolución recurrida en un plenario y no en las ejecutorias expedidas por la 

Corte Suprema que, afirma, es de mayor rango, es menester indicar que dicho 

principio no se encuentra afectado si, en su argumentación las instancias de 

mérito optan por una u otra resolución, en tanto no exista resolución de esta 
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Corte Suprema con carácter de vinculante respecto de ese mismo tema, 

constituyendo aquello, en una fundamentación más, utilizada por la Sala 

Superior para sustentar su argumentación a fin de arribar a la solución que 

consideran correcta, respetando el principio de seguridad jurídica y de la 

debida motivación de las resoluciones. En todo caso, si el recurrente considera 

que mediante la comparación de dichas resoluciones existiera un trato 

diferenciado que nuestro ordenamiento no permite y que afecta su derecho a 

la igualdad en la aplicación de le ley, correspondía a su parte realizar una 

argumentación en base a un tertium comparationis válido, esto es, un término 

de comparación que sea suficiente y adecuado, a partir del cual sea posible 

constatar que, ante situaciones fácticas iguales, uno de los sujetos ha sufrido 

un trato diferente, sin mediar razones objetivas y razonables que lo legitimen 

(STC Nº 4587-2004-AA/TC). 

Décimo:  En tal sentido, esta Suprema Sala no observa que la resolución 

materia de amparo se encuentre afectando el derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva que alega el recurrente, así como tampoco se aprecia la afectación del 

inciso 6 artículo 50 del Código Procesal Civil, que coadyuven a sostener –

como lo hace el recurrente- que existe la afectación de los derechos 

conculcados, no observándose tampoco que el recurrente brinde mayores 

fundamentos que sustenten su pretendida afectación de sus derechos 

constitucionales invocados, todo lo cual lleva a desestimar la demanda.  

Décimo Primero: Por tales consideraciones, de conformidad con el artículo 4 

del Código Procesal Constitucional y el artículo 12 del Texto Único Ordenado 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial: CONFIRMARON la sentencia apelada 

de fojas ciento setenta y tres, su fecha veintisiete de octubre del dos mil nueve 

que declara IMPROCEDENTE la demanda de amparo interpuesta por Omar 
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David Loza Elías contra los Jueces Superiores de la Segunda Sala Mixta 

Descentralizada de Chincha de la Corte Superior de Justicia de Ica; 

MANDARON publicar la presente resolución en el diario oficial “El Peruano” 

conforme a ley; y los devolvieron.- Vocal Ponente: Távara Córdova. 
S.S. 

VASQUEZ CORTEZ 

TÁVARA CÓRDOVA  

ACEVEDO MENA  

YRIVARREN FALLAQUE  

MAC RAE THAYS      

Jrs/ 

 

 
 


